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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Ricardo Castromán Rodríguez. 


MIEMBROS: Señores Representantes Juan Justo Amaro Cedrés, Víctor Braccini, Víctor Rossi y Julio C. 
Silveira. 


INVITADOS: Señores Cristina Fernández, Gerente de Empresas CITA; Losen Nalbarte, Grupo 12; 
contador Sergio Blanco, ANETRA; Jorge González, Grupo 12; Fernando Chainca, 
ANETRA); Carlos Gutiérrez, Grupo 12; y doctor Daniel Porcaro, ANETRA-Grupo12. 


SEÑOR PRESIDENTE (Castromán Rodríguez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas tiene mucho gusto en recibir a la delegación 
de la Asociación Nacional de Empresas de Transporte Carretero por Autobús, ANETRA, integrada por la 
señora Cristina Fernández, y los señores Holsen Nalbarte, Sergio Blanco, Jorge González, Fernando Chainca, 
Carlos Gutiérrez y Daniel Porcaro, quienes han solicitado ser recibidos para realizar algún planteamiento de 
modificación a la Ley N* 17.651, respecto al Impuesto al Valor Agregado para el servicio de transporte 
terrestre de pasajeros. 


SEÑOR BLANCO.- Quiero aclarar al señor Presidente que en esta delegación hay representantes de 
ANETRA y del Grupo 12, que es otro grupo de empresarios del transporte. 


La ley referida por el señor Presidente tenía en su origen la finalidad de que todo el transporte de pasajeros, 
cualquiera fuera su forma, comenzara a tributar el Impuesto al Valor Agregado. Es cierto que en el marco de 
negociaciones, el taxímetro en especial, tenía la opción de ingresar al sistema o mantenerse en el sistema 
anterior. 


La ley no recoge solo el caso de empresas de taxímetros, sino también el de automóviles de remise y el de 
transporte escolar que, evidentemente, pueden seguir estando dentro del literal E) del artículo 33 del Título 4 
del Texto Ordenado 1996. 


Hemos sostenido en el Parlamento que existe la necesidad de que existan puntualizaciones claras a efectos de 
evitar que otros tipos de transportes -que hacen al transporte informal- queden amparados dentro de ese grupo 
de empresas que estarían incluidas desde el punto de vista legal. Por eso en la ley se hace referencia a giros 
únicos. 


Somos conscientes de que la redacción plantea algunas dificultades que ya habían sido mencionadas acá, 
pero como siempre pensamos que el transporte, como giro, debe estar claramente identificado, se nos escapa 
que en la generalidad del país existen pequeñas empresas que además de tener giro de taxímetro, transporte 
escolar o remise, pueden tener algún otro giro adicional. 


No fue nuestra intención -creo tampoco la del legislador- que existieran esas exclusiones; sí era clara nuestra 
intención: que el transporte estuviera en un grupo claramente identificado, pero la realidad siempre muestra 
que hay situaciones complejas. 


No obstante -queremos ser muy precisos y breves-, la ley está funcionando desde el mes de julio y no han 
existido problemas respecto a su espíritu pues ha habido gran colaboración en ese sentido, inclusive, de parte 
de las oficinas del Estado. Sí queremos decir claramente a esta Comisión que por la vía de ampliar el espectro 
se estarían incorporando en las exoneraciones establecidas en el literal E) empresas que no prestan servicios 
de taxímetros, de automóviles de remise o de escolares. 


SEÑOR PORCARO.-- Sin perjuicio de que se trata de un tema árido, trataré de resumir cómo funciona 
actualmente la ley aprobada, qué problemas reconocidos por ANETRA existen y cuáles son los 
problemas que quiere evitar el sistema formal de transporte colectivo. 


En primer lugar, con la actual redacción de la ley, todas las empresas de transporte terrestre de pasajeros de 
nuestro país, siempre que no sean empresas de transporte escolar, taxímetro y automóvil de remise, deben 
tributar obligatoriamente el Impuesto al Valor Agregado y el Impuesto a la Renta de Industria y Comercio, 
sin importar el monto anual de ingresos que tengan. 


¿Por qué es importante señalar esto del monto anual de ingresos? Porque existe un régimen que es el de 
pequeñas empresas que establece que aquellas empresas que superen determinado nivel de ingresos al año no 
tendrán la posibilidad de quedar exoneradas del Impuesto a la Renta de Industria y Comercio ni del IVA, sino 
que tendrán que pasar a tributarlos, dejando de pagar por un sistema simplificado de impuesto único que las 
grava. 


Entonces, el concepto general es que todas las empresas de transporte sin excepción deberían tributar IVA e 
TRIC para evitar inequidades dentro del sistema de transporte como, por ejemplo, que algunos que prestan 
servicio de transporte terrestre de pasajeros y que deberían estar gravados por el impuesto, por el efecto de no 
obtener ingresos que superen el límite establecido en el literal E) pasaran a estar excluidos. De esta forma 
habría inequidad en toda la horizontalidad del sistema de transporte. 


A diferencia de las empresas de gran envergadura, la mayoría de las que realizan transporte escolar, de 
taxímetro y de automóvil de remise están conformadas por pequeñas empresas que no tienen una dimensión 
capaz de tener un sistema administrativo que les haga tributar estos impuestos, y lo que buscó la ley fue que 
quedaran excluidas del IVA e IRIC y que la gran mayoría de ellas permaneciera en el régimen anterior, es 
decir, sin tributar estos dos impuestos. Eso es lo que buscó la ley. 


Pero lo que ocurrió -como lo reconoció el contador Blanco- es que muchas de estas empresas, además de 
tener como giro el taxi, el transporte escolar o el remise, tienen algunos giros adicionales, conexos o 
relacionados, que no tienen que ver con el transporte; son otro tipo de actividades que generan ingresos, que 
entran dentro del cálculo del literal E) y que, probablemente, podrían hacer que se superara ese límite. 


No fue intención de la actual ley que las microempresas que realizan transporte escolar, de taxímetro o de 
remise, por tener otra actividad, dejaran de considerarse de giro único y que obligatoriamente, por todos sus 
ingresos, tuvieran que tributar estos dos impuestos. Esa no fue la intención. 


Por lo tanto, reconocido esto, sí corresponde ahora determinar qué busca evitar ANETRA con respecto a estas 
pequeñas empresas. Lo que se busca evitar es que amparadas en el literal E) estas empresas realicen 


transporte terrestre de pasajeros por una modalidad diferente a la que justifica la exoneración, y que por ese 
lado exoneren ingresos que deberían estar gravados con el Impuesto al Valor Agregado. 


En consecuencia, con esta situación que es bastante compleja de desentrañar, se busca una redacción 
alternativa al segundo inciso del artículo 6”, de forma tal que se permita estar en el régimen de pequeñas 
empresas a quienes realicen transporte escolar, de taxímetro o de automóvil de remise, y que quienes se vean 
tentados a prestar servicios de transporte terrestre de pasajeros en modalidades diferentes no puedan 
ampararse a dicho sistema. 


En conclusión, se reconoce la importancia de que las empresas de transporte escolar, taxímetro y automóviles 
con remise sigan usufructuando el límite establecido en el literal E). Además, se reconoce que el hecho de 
que desarrollen actividades diversas no debería impedir que siguieran usufructuando de ese límite. Lo que se 
quiere evitar es que empresas que estén amparadas por el literal E) puedan desempeñar actividades de 
transporte terrestre de pasajeros -que no son ninguna de estas tres- y estén exoneradas del Impuesto al Valor 
Agregado. 


Si tuviéramos que hacer un planteo -no queremos proponer una redacción; hay quienes lo pueden hacer mejor 
que nosotros-, buscaríamos que en el inciso segundo del artículo 6” se contemplara que quienes realicen 
actividades de transporte diversas a estas, no puedan usufructuar el mecanismo de pequeñas empresas. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- ¿Cuál es la otra actividad que se querría impedir? 


SEÑOR BLANCO.- La realidad nos muestra que hay empresas, inclusive unipersonales, que tienen 
taxímetro, remise y ómnibus; es decir que en esa microempresa individual se da la coexistencia de 
varias actividades. El literal E) siempre existió; no sabemos cómo estas empresas se mantienen en él, 
porque con tantas actividades es muy fácil superar los límites que prevé la ley. 


Este tipo de situaciones pueden suceder. Puede haber una empresa que tenga un taxímetro y un ómnibus de 
turismo, pero por la actividad que este último desarrolla, tendrá que pagar Impuesto al Valor Agregado 
aunque no deberá hacerlo por la del taxímetro. Nuestra idea es que no por estar comprendidas en el literal E) 
las empresas podrán estar exoneradas del Impuesto al Valor Agregado en todas las actividades que realizan. 


SEÑOR PORCARO.- En este caso es útil poner un ejemplo. 


Una pequeña empresa es propietaria de un taxímetro y tiene otro giro que no tiene que ver con el transporte, 
como puede ser un kiosco. Si se suman los dos ingresos y están por debajo del límite establecido en el 
literal E), esa empresa va a estar exonerada en toda su actividad del Impuesto al Valor Agregado y del 
Impuesto a la Renta. Si la suma supera lo establecido en el literal E), el servicio de taxímetro de la empresa 
va a estar exonerado del IVA por efecto de la actual redacción del artículo 7” -que exonera el servicio y no la 
empresa- y, si corresponde, la actividad conexa que realiza, es decir el kiosco, va a estar gravada por este 
impuesto. Lo que se busca evitar -ampliando el ejemplo que estoy dando- es que una empresa, que está 
comprendida en el literal E), por ejemplo, por tener un taxi, tenga un kiosco y, además, realice transporte 
turístico con una camioneta y siga amparada en dicho literal. Buscamos que, automáticamente, un giro de 
transporte que esté fuera de los que están expresamente contemplados en la ley deje de liquidar por el 

literal E) para pasar a liquidar cada uno de sus giros por separado: el de transporte turístico gravado por IVA, 
el de taxímetro exento, en virtud del artículo 7”, y el del kiosco, gravado o exento según la actividad que 
realice. 


SEÑOR ROSSL.- En primer lugar, me gustaría saber si ustedes tuvieron contacto con el Senado de la 
República antes de la aprobación de este proyecto. 


En segundo término, quisiera saber si en ANETRA han ensayado alguna redacción que contemple la 
complejidad que implica otorgar exoneraciones a quien se quiere y no permitir que se extienda a quien no 
queremos; si lo han hecho, ¿es posible hacernos llegar ese material como elemento de trabajo? 


SEÑOR PORCARO.- No tenemos inconveniente en acercarles un memorándum en el que podamos 
explicitar claramente cuál es el problema, cómo está planteado y una redacción alternativa. 


SEÑOR BLANCO.- Con respecto a la otra pregunta del señor Diputado, debo decir que no tuvimos 
ningún contacto con el Senado. 


SEÑOR CHAINCA.- Me gustaría aprovechar esta oportunidad para hacer referencia a la 
participación de CEPROTUR -Centro de Propietarios de Ómnibus de Turismo del Uruguay- en la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas el día 10 de setiembre, en la que se hizo alusión a la 
modificación del Decreto N” 230/997. En esa oportunidad se hicieron algunas afirmaciones que 
debemos puntualizar claramente. Cedo la palabra al doctor Nalbarte, asesor del Grupo 12, para que se 
refiera a este tema. 


SEÑOR NALBARTE.- Como bien decía el doctor Chainca, el 10 de setiembre una delegación de 
CEPROTUR estuvo con los integrantes de la Comisión de Transporte y Obras Públicas e hizo 
determinados planteos en los que aludió directamente al Grupo 12 y ANETRA. Por este motivo, nos 
parece necesario que las dos gremiales que agrupan a la absoluta mayoría de las empresas regulares de 
transporte formulen algunas aclaraciones. 


El Decreto 230/997 fue dictado por el Poder Ejecutivo y ya tiene más de seis años y medio. Como lo expresa 
su propio "Considerando" tenía como objetivo tratar de combatir un fenómeno que se estaba poniendo de 
manifiesto con una magnitud realmente significativa, que era el transporte informal, mal llamado de esta 
manera porque en realidad es transporte ilegal. 


El objetivo del Decreto N* 230 realmente no pudo cumplirse. El transporte ilegal ha hecho eclosión en todo el 
país; hay algunos puntos críticos donde es absolutamente incontrolable. Por ahora no se ha logrado que las 
autoridades encargadas del control pongan un freno a esta actividad. 


Frente a la magnitud de este problema -que es uno de los más graves que afecta al transporte regular de 
pasajeros del país- ya hace más de dos años que las dos gremiales vienen gestionando ante el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas la modificación del Decreto N* 230. 


El Decreto N* 230 regula los que llama servicios no regulares de transporte, pero con una definición muy 
poco apropiada porque establece "servicios no regulares" y, entre paréntesis, a modo de explicitación, dice 
"ocasionales". Esta confusión entre género y especie ha permitido el crecimiento de una modalidad de 
transporte absolutamente nociva. 


El transporte regular -que es un servicio público concedido por la administración municipal o nacional- tiene 
una carga muy importante que repercute en beneficio de la sociedad en la medida en que está obligado a 
transportar gratuitamente policías, escolares, enfermos y ediles, y tiene, además, una serie de boletos 
bonificados que gravan muy seriamente la economía de las empresas. Pero cuando estas asumieron el 
servicio, tuvieron en cuenta estos elementos en su ecuación económica. ¿Qué es lo que pasa, entonces? El 
crecimiento descontrolado del transporte ilegal ha desestabilizado a las empresas. En algunos puntos se 
calcula en más del 40% la baja en la ocupación por la incidencia real del transporte ilegal. 


En los últimos quince días, los representantes de algunas empresas aquí presentes se han tomado el trabajo de 
controlar durante tres o cuatro días un punto del departamento de Canelones, en un horario de cambio de 
turno de un frigorífico. Solamente en ese punto y en ese horario los transportistas ilegales levantaron 130 
trabajadores. De manera que dos viajes ilegales por día sumados durante meses y años, significan mucho. Por 
eso, ante el planteo de la gente de CEPROTUR y la alusión directa a ANETRA y a Grupo 12 diciendo que 
están gestionando políticamente la modificación del Decreto N* 230, nosotros queremos decir que eso no es 
así. En todas las reuniones que Grupo 12 y ANETRA han mantenido con los técnicos de la Dirección 
Nacional de Transporte, formularon su propio proyecto de modificación del Decreto N* 230. Nada es más 
alejado de la verdad que decir que eso fue gestionado políticamente; fue gestionado técnicamente, que es 
muy distinto. Presentamos el proyecto y las autoridades del Ministerio de Transporte y Obras Públicas nos 
dieron la posibilidad de discutirlo con los técnicos, con los abogados y con los especialistas del transporte. 
Pero, por ahora, no es nada más que un proyecto. 


También se ha dicho que se crea allí un órgano de control para tener más puestos de trabajo. Esta fue una idea 
de las dos gremiales: crear un organismo de control que vigilara el cumplimiento de las normas propuestas. 
Estas son algunas de las precisiones que queremos hacer. 


Asimismo, se indica que las gremiales quieren apropiarse del servicio de las empresas de transporte turístico 
agremiadas en CEPROTUR. No es así. Las dos gremiales de servicios regulares de transporte están haciendo 
la legítima defensa de los servicios concedidos que están cumpliendo y que se están viendo afectados en 
forma absolutamente ilegal por distintos vehículos: ómnibus, camionetas, microbuses; hemos constatado 
hasta automóviles, matriculados en Montevideo o Canelones, con siete pasajeros arriba que, obviamente, no 
transportan policías, escolares ni enfermos. Es decir que no tienen carga social, seguro, ni tampoco, al menos 
muchos de ellos, están afiliados al SUCTA. De manera que se trata de un servicio cumplido en forma 
absolutamente ilegal y violando todas las normas de sana competencia. 


Queremos dejar constancia de nuestra discrepancia con el planteo formulado por CEPROTUR. Si bien el 
tema daría para mucho más, como la Comisión está acotada en sus tiempos, simplemente decimos que lo que 
se expresó aquí no es verdad, que las dos gremiales están gestionando la modificación de las normas en 
legítima defensa de sus servicios y que aspiran a que la Administración Municipal y Nacional cumplan con el 
deber de asegurar a las empresas concesionadas la prestación del servicio en condiciones. 


SEÑOR ROSSLI.- En lo personal, estamos convencidos de que el transporte colectivo tiene que ser un 
servicio regulado, lo que no significa que no puedan existir compañías de turismo o de servicios 
especiales, siempre que se ajusten a lo que la ley y la reglamentación establezcan para ellas. Si 
entienden que en el Decreto N” 230 es donde de alguna manera se ha procurado excusar el desarrollo 
de los servicios informales, bienvenida sea su modificación; seguramente la han asumido y buscarán la 
forma de llegar a ella. 


Creo que todos compartimos que hay otras razones, otros incentivos y otros elementos para el desarrollo del 
servicio informal y que en algunos casos lo promueven. En ese sentido, creo que es responsabilidad del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas y de todas las Intendencias Municipales bregar para que se cumpla 
con ese objetivo que nos parece fundamental. Es esencial para la situación y el desarrollo económico de las 
empresas y también para los usuarios, sobre todo para aquellos que más se tienen que fijar en el costo de los 
servicios por vivir en zonas alejadas o de baja densidad. Es decir que la informalidad pone en riesgo sus 
propios servicios. 


Me parece interpretar que este tema va más allá del Decreto N* 230. Inclusive, en la propia Cámara de 
Diputados hemos visto cómo han sido votados algunos proyectos -no sé si esto ha sido percibido por las 
gremiales empresariales- con exoneraciones o tratamientos impositivos especiales para determinado tipo de 
unidades de más de 2.000 centímetros cúbicos que, en la realidad actual, pueden estar pensadas para cumplir 
servicios irregulares. 


Cualquiera que esté interesado en el desarrollo del transporte en este país deberá poner el máximo esfuerzo y 
atención para que no se siga promoviendo la actividad irregular. Esto no significa que quienes se expresan en 
CEPROTUR sean los responsables exclusivos de los servicios informales o irregulares. Sería legítimo que 
existieran compañías que desarrollaran servicios especiales y de turismo; tal vez muchas de ellas también se 
vean perjudicadas por la situación de informalidad. Tal vez hoy también se vean perjudicadas por la 
existencia de unidades que circulan no se sabe cómo ni controladas por quién ni cumpliendo qué 
requerimientos. 


Este es un tema de los importantes. 
SEÑOR NALBARTE.- Comparto lo expresado por el señor Diputado Rossi. 


Quiero aclarar que desde el punto de vista estricto, ninguna de las gremiales de los servicios regulares está en 
contra de CEPROTUR. No es un problema contra CEPROTUR, que cumple otro servicio y que está obligado 
por el Ministerio de Turismo -creo que a través de un Decreto de marzo de 1997- a cumplir determinadas 
normas. 


Como el mismo señor Alonso reconoce -y consta en la versión taquigráfica-, dentro de CEPROTUR también 
se cumplen servicios irregulares que, según dicen, están tratando de combatir. La lucha de las dos gremiales - 
ANETRA y Grupo 12- contra el informalismo, no se reduce al ámbito de la autoridad nacional. Nosotros 
fuimos recibidos por la Mesa del Congreso de Intendentes y luego por su Plenario donde expusimos toda la 
problemática del transporte. Debemos reconocer que algunas Intendencias están actuando con eficacia. En 


primer lugar, la Intendencia de Montevideo, que ha sancionado muchos servicios cumplidos por 
transportistas ilegales. 


El transporte ilegal es un mal nacional y las dos gremiales están dispuestas a luchar en toda la República para 
que se efectúe el control y la sanción correspondientes. 


Compartimos plenamente lo expresado en cuanto a que este es un problema de una gran importancia en lo 
social y en el futuro desarrollo del país. Las empresas regulares son el sostén de miles de puestos de trabajo, 
sin olvidar el aporte que realizan a la seguridad social, a la DGI y demás obligaciones tributarias. Por eso 
nuestra lucha contra una actividad que viola todos los derechos de las empresas de servicios regulares. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las puertas de esta Comisión están abiertas para recibirlos cuando así lo 
requieran. Cada uno de nosotros ha ido estudiando el tema y tratando de buscar el punto de equilibrio 
en un asunto realmente muy difícil. Somos conscientes de todo lo aquí expresado. Es un tema muy 
profundo que merecería mucho más tiempo para que cada uno dijera lo que piensa y quizás 
colectivamente se encontrara alguna solución alternativa. Por lo tanto, estamos a las órdenes para 
recibirlos nuevamente a fin de que realicen sus planteos y de dar alguna opinión, que nos hubiera 
gustado expresar y que por falta de tiempo no lo hemos podido hacer. 


SEÑOR NALBARTE.- Nos gustaría volver y disponer de más tiempo. El problema así lo amerita. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


